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RESOLUCIÓN DE PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR INFRACCIÓN
DE LA NORMATIVA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Resolución RPS-2026/027

Procedimiento Sanciona-
dor

PS-2025/027

Expediente RCO-2023/133

Entidad incoada Ayuntamiento de Berja

Motivo de la reclamación Publicación de listados de miembros de las mesas electorales en un 
medio digital tras proporcionarlo el Ayuntamiento

Artículos afectados Artículo 5.1.f) RGPD

Abreviaturas:
RGPD. REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de es -
tos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)
LOPDGDD. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales.
LOPDP. Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención,
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.
LTPA. Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
ESTATUTOS CTPDA. Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, aprobados por
Decreto 434/2015, de 29 de septiembre.
LPAC. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas
LRJSP. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
ENS. Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad.

ANTECEDENTES

Primero. Presentación de la reclamación.

1. Con fecha 19 de julio de 2023, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía (en adelante, el Consejo) reclamación por una presunta infracción de la
normativa de protección de datos personales.

La reclamación se presentó originariamente ante la Agencia Española de Protección de Datos,
dando esta traslado de la misma al Consejo por ser la autoridad de control competente en su
tramitación.

2. En la misma se expone lo siguiente:

“Después del sorteo para ser llamado a mesas electorales, [nombre diario digital] tuvo ac-
ceso al pleno del Ayuntamiento que ha cedido los datos de los miembros para mesas elec-
torales al completo de berja sin pedir mi consentimiento sobre mi nombre y apellidos, po-
niendo en riesgo mi seguridad personal y de mi familia [...]. Pido la eliminación completa de
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mis datos, compensación si procede y la sanción correspondiente tanto al medio digital y al
ayuntamiento de Berja por ceder mis datos sin autorización por mi parte.”

 
Se aportaba junto a la reclamación, una relación de capturas de pantallas obtenidas de la pá-
gina web de un diario digital del municipio de Berja [web] el [dd/mm/aa], con el resultado del
sorteo para ser miembro de las mesas electorales de las Elecciones Municipales del [dd/mm/
aa] en el municipio de Berja de Almería. Incluyen nombres y dos apellidos de cada miembro
(vocales y suplentes) y datos de la mesa asignada. También aporta capturas de pantalla de la
red profesional Likendin en las que se muestra que el [responsable de área] del Ayuntamiento
de Berja es la misma persona que dirige el diario digital [nombre diario].   

Segundo. Traslado previo al Delegado de Protección de Datos (DPD). Arts 37.1 y  65.4 
LOPDGDD. 

1. El 5 de octubre de 2023 se dio traslado de la reclamación al DPD de la entidad reclamada para
que, en el plazo máximo de un mes, informara en relación con las circunstancias expuestas en la
misma, las medidas existentes en el momento de producirse los hechos, así como de las medidas
que se hubieran podido adoptar tanto en relación con lo expresado en la reclamación como, en su
caso, para que no se produjeran situaciones similares en el futuro.

El Consejo no recibió contestación al respecto.

Tercero.  Admisión  a trámite  de la  reclamación  y apertura  de Actuaciones Previas  de
Investigación (arts. 65.5 y 67.1 LOPDGDD; Art. 55.2 LPAC).

El 15 de abril de 2024 el Director del Consejo, transcurrido el plazo de tres meses desde que la re-
clamación tuvo entrada en este Consejo sin que se hubiera dictado acuerdo expreso en relación
con la admisión o inadmisión a trámite de la misma, acordó el inicio de actuaciones previas de in-
vestigación, a los efectos de lograr una mejor determinación de los hechos y circunstancias rele-
vantes que justificaran la incoación de un posible procedimiento sancionador. 

Cuarto. Sobre las Actuaciones Previas de Investigación. 

1. Con el objeto de completar la información relacionada con los hechos denunciados, el 15 de abril
de 2024, se requirió al órgano reclamado para que remitiera información y documentación sobre
las causas que habían motivado la incidencia y las actuaciones llevadas a cabo en relación con la
reclamación. 

2. El 18 de abril de 2024, la entidad reclamada remite contestación al requerimiento donde, en rela-
ción a los hechos denunciados, aduce lo siguiente:

“[…] Ante esta reclamación, cabe indicar que el Pleno del Ayuntamiento de Berja realizó el
sorteo público para la designación del presidente y vocales de las mesas electorales de las
Elecciones Municipales del [dd/mm/aa] en su sesión extraordinaria de fecha [dd/mm/aa]. En
dicha sesión, y utilizando la plataforma [XXXXX] facilitada por el Instituto Nacional de Esta-
dística para proceder al sorteo, se eligieron al Presidente y los 2 Vocales (junto a sus su-
plentes) de cada una de las mesas electorales. Consta en el acta del citado pleno solamente
el nombre y apellidos de cada uno de los miembros de las mesas, sin hacer alusión a su
DNI, dirección, ni ningún otro dato de carácter personal. Tal y como señalan tanto el artículo
70.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, como el
artículo 88.1 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Re-
glamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, las
sesiones del Pleno de las corporaciones locales son públicas. Por tanto, la Corporación no

Página 2 de 10. Resolución RPS-2026/027, de 14 de abril - PS-2025/027 - RCO-2023/133               
www.ctpdandalucia.es



Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo

puede prohibir a los particulares asistir a las sesiones plenarias ni conocer todos los asuntos
tratados en ellas. Si bien, es preciso indicar que el Ayuntamiento de Berja no facilitó dato al-
guno de los miembros de las mesas electorales a ningún medio digital, sino que estos fue-
ron conocidos en virtud del carácter público de la sesión plenaria. En ningún caso puede ha-
blarse de una puesta en peligro de la seguridad personal y familiar de ninguna de las perso-
nas elegidas, puesto que no se han dado a conocer ni su DNI, ni su dirección, ni dato alguno
de cualquiera de sus familiares. En la sesión plenaria solamente se dieron a conocer el nom-
bre y apellidos de cada uno de los miembros de las mesas, puesto que estos deben constar
en el acta de la misma. Por tanto, desde el Ayuntamiento de Berja se entiende que las re-
clamaciones de [la persona interesada] deben ser archivadas, al carecer estas de todo fun-
damento por no haberse producido ninguna vulneración de la normativa de protección de
datos personales. No obstante, una vez se tuvo conocimiento de los hechos reclamados, se
pidió al medio digital señalado por [la persona reclamante] la eliminación de los citados da-
tos (lo cual ya se ha producido) y que su publicación no se volviera a realizar en el futuro.
[…]”

Quinto.  Acuerdo de inicio  de procedimiento sancionador.  (arts.  68 LOPDGDD;  Art.  64
LPAC). 

1. El 22 de abril de 2025 el director del Consejo dictó Acuerdo de Inicio de procedimiento sancionador
contra el Ayuntamiento de Berja, con CIF NNNNN, por la presunta infracción del artículo 32.1 RGPD,
tipificada en el artículo 83.4 RGPD, y calificada como muy grave a efectos de prescripción en el ar-
tículo 72.a LOPDGDD.

2. Notificado el acuerdo de inicio al órgano reclamado el 22 de abril de 2025, éste no presentó
alegaciones. 

Sexto. Propuesta de resolución. (art. 89 LPAC). 

3. Finalizada la instrucción del procedimiento, se procedió a realizar la correspondiente propuesta de
resolución, estableciendo el plazo de diez días para la formulación de alegaciones, de conformidad
con el artículo 89.2 LPACAP y en relación con el artículo 73.1 de la misma norma.

4. Notificada la propuesta de resolución al órgano reclamado el 19 de marzo de 2026, éste no pre-
sentó alegaciones. 

HECHOS PROBADOS

De los documentos obrantes en el expediente y de las actuaciones practicadas, pueden conside-
rarse como hechos probados:

Único. El [dd/mm/aa], en el transcurso de la sesión extraordinaria del Pleno del Ayuntamiento de
Berja celebrada en esa fecha, se realizó el sorteo público para la designación de los miembros de
las mesas electorales de las Elecciones Municipales del  [dd/mm/aa]. El resultado del sorteo, que
incluía el nombre y los dos apellidos de los designados, tanto titulares como suplentes, así como la
mesa asignada a cada uno, fue publicado ese mismo día en el diario digital [XXXXX]. Dicho medio
estaba dirigido por quien ostentaba el cargo de [jefe de área] del Ayuntamiento de Berja, circuns-
tancia que no fue negada por el órgano reclamado en sus contestaciones al Consejo.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
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Primero. Sobre la competencia.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 57.1 y 64.2 LOPDGDD y el artículo 43.1 LTPA en re-
lación con el artículo 3.1 LTPA corresponde a este Consejo, como autoridad autonómica de protec-
ción de datos personales y dentro de su ámbito competencial, el ejercicio de la potestad sancio-
nadora y de los poderes previstos en el artículo 58 RGPD. 

2. La competencia para la adopción de esta resolución reside en el Director, conforme al art. 48.1.h)
LTPA y el art. 10.3.i) de los Estatutos del Consejo.

3. Debe destacarse a su vez que, en virtud del artículo 16.5 del Decreto 434/2015, de 29 de sep-
tiembre, por el que se aprueban los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos
de Andalucía, “[e]l personal funcionario del Consejo, cuando realice funciones de investigación en
materias propias de la competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de la autoridad”,
con las consecuencias que de aquí se derivan para los sujetos obligados en relación con la puesta
a disposición de la información que les sea requerida en el curso de tales funciones investigado-
ras.

4. Este procedimiento se inicia como consecuencia de una presunta vulneración de la normativa de
protección de datos por parte de una entidad bajo el control del Consejo en lo que respecta al
cumplimiento de dicha normativa. Por ello, en el presente caso, solo serán analizadas y valoradas
aquellas cuestiones planteadas por [la persona reclamante], en relación con la materia de protec-
ción de datos personales, que queden incluidas dentro de la esfera de responsabilidad de la men-
cionada entidad. 

Segundo. Sobre el tratamiento de datos personales. 

1. El Art. 2.1. RGPD dispone: “[e]l presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente
automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales
contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero”.

2. El Art. 4.1 RGPD  define «dato personal» como “[t]oda información sobre una persona física
identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda
persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante
un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de localiza-
ción, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, fisiológi-
ca, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona”.

Los  datos personales a los que se refiere la denuncia son  datos de carácter  identificativo
(nombre y apellidos) y relativos a la mesa electoral asignada en el sorteo celebrado.

3. De acuerdo con el Art. 4.2 RGPD, el tratamiento de datos personales es “cualquier operación
o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o conjuntos de datos personales,
ya  sea  por  procedimientos  automatizados  o  no,  como la  recogida,  registro,  organización,
estructuración,  conservación,  adaptación  o  modificación,  extracción,  consulta,  utilización,
comunicación  por  transmisión,  difusión  o  cualquier  otra  forma de  habilitación  de acceso,
cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción”.

En este caso, el tratamiento relacionado con la reclamación es la publicación de los nombres
y apellidos de las personas asignadas a las mesas electorales en un medio de comunicación
digital de Berja que dirigía el [jefe de área] del Ayuntamiento de Berja.

Página 4 de 10. Resolución RPS-2026/027, de 14 de abril - PS-2025/027 - RCO-2023/133               
www.ctpdandalucia.es



Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo

4. Por último el  Art.  4.7 RGPD considera responsable  del  tratamiento a aquella  “…autoridad
pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios
del tratamiento…” 

El responsable del tratamiento es el Ayuntamiento de Berja  (Art. 4.7 RGPD). 

Tercero. Sobre la calificación jurídica de los hechos.

 1. Preceptos infringidos. 

El artículo 5.1.f) RGPD establece el principio de “integridad y confidencialidad”, por el cual los
datos personales serán “tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de
los  datos  personales,  incluida  la  protección  contra  el  tratamiento  no autorizado  o ilícito  y
contra su pérdida, destrucción o daño accidental, mediante la aplicación de medidas técnicas
u organizativas apropiadas”.

Debe entenderse que este deber de confidencialidad tiene como finalidad evitar que se reali-
cen filtraciones de los datos no consentidas por los titulares de los mismos. Dicho deber supo-
ne una obligación que incumbe no sólo al responsable y encargado del tratamiento sino a todo
aquel que intervenga en cualquier fase del tratamiento, siendo además complementario del
deber de secreto profesional.

A su vez, el artículo 5.2 RGPD  se refiere al principio de “responsabilidad proactiva”, por el que
el responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de los principios estableci-
dos en el artículo 5.1 RGPD (en particular, el principio mencionado en el párrafo anterior). 

 2. Consideraciones jurídicas sobre la existencia de infracción. 

En el presente caso, consta acreditado que en el diario digital [XXXXX], dirigido por el [jefe de
área] del Ayuntamiento, se procedió a la publicación de los listados de personas designadas
para integrar las mesas electorales, como resultado del sorteo realizado entre las personas ins-
critas en el censo electoral del municipio. Dichos listados incluían el nombre y los dos apellidos
de los designados, tanto titulares como suplentes, facilitando así el acceso a datos personales
identificativos por parte de terceros no autorizados.

Esta actuación constituye una vulneración del principio de confidencialidad recogido en el ar-
tículo 5.1.f) RGPD, el cual establece que los datos personales deben ser tratados de manera
que se garantice una seguridad adecuada, incluida la protección contra el tratamiento no auto-
rizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental, mediante la aplicación de
medidas técnicas u organizativas apropiadas. El objetivo de este principio es, entre otros, evi-
tar la divulgación no autorizada de datos personales.

Por su parte, el órgano reclamado alega que el sorteo de los miembros de las mesas electora-
les es de carácter público, en virtud de lo dispuesto en la normativa electoral. No obstante, di-
cha circunstancia no habilita, por sí sola,  la publicación indiscriminada de datos personales
identificativos en medios de comunicación o plataformas accesibles al público en general, de-
biendo valorarse si dicha difusión resulta necesaria, proporcionada y conforme a la normativa
de protección de datos.

Aun cuando la normativa electoral establece que el sorteo de los miembros de las mesas debe
realizarse de forma pública, ello no implica que los resultados del mismo -esto es, la identidad
de las personas designadas- deban ser publicados de forma generalizada. La publicidad de es-
tos datos personales carece de justificación legal, especialmente teniendo en cuenta que no
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son definitivos, pues pueden ser objeto de excusa o modificación. El hecho de que el sorteo
sea público no supone una autorización para difundir los datos identificativos de los ciudada-
nos afectados, quienes ya disponen de mecanismos individuales para comprobar si han sido
designados. Además, dicha publicación no puede sustituir en ningún caso al procedimiento for-
mal de notificación previsto por la ley.

En esta misma línea se ha pronunciado la Agencia Española de Protección de Datos, que en su
Resolución de 16 de abril de 2024 (PS/000372/2023) señala que:

“El Acuerdo 663/2011 de la Junta Electoral Central establece lo siguiente respecto a la pu-
blicación de la composición de las mesas electorales:

“[..* 1º) La LOREG establece el carácter público del sorteo para la designación de los
miembros de Mesa en el artículo 26.2 LOREG, pero no la publicidad de los datos resultado
de los mismos, especialmente teniendo en cuenta que no son definitivos dado que po-
drían estar sometidos a excusa. Esta Presidencia no acierta a comprender la justificación
de una publicidad de tal carácter, con la única excepción de que sea el interesado el que
pueda comprobar, introduciendo sus datos personales, si ha resultado designado miem-
bro de una mesa electoral, del mismo modo que sucede con la posibilidad de comproba-
ción por el interesado de sus datos censales.
2º) Dicha publicación no podrá en ningún caso sustituir el acto de notificación de la desig-
nación. Es doctrina de esta Junta que la notificación se realizará en el modelo oficial apro-
bado por Real Decreto (Ac. 17 de Junio de 1987).  El modelo oficial  se contiene en el
anexo 7. C .7.4ª del Real Decreto 605/1999 de 16 de abril por el que se establece la regu-
lación complementaria de los procesos electorales."
De acuerdo con lo expuesto por la Junta Electoral Central, no existe causa que justifique
la publicidad del resultado del sorteo para la designación de los miembros de las mesas,
pese al carácter público del mismo. Recordemos que, según el artículo 19 de la LOREG,
las consultas resueltas por la Junta Electoral Central tienen carácter vinculante.[…]"

El órgano reclamado sostiene que el Ayuntamiento no facilitó dato alguno al medio digital y
que el acceso a los resultados del sorteo se produjo en virtud del carácter público de la sesión
plenaria. Esta alegación no puede aceptarse. El expediente acredita que la persona que dirige
el medio en el que se publicó el listado ostentaba el cargo de [jefe de área] del Ayuntamiento,
circunstancia que el propio órgano reclamado no niega. Esa coincidencia no es un mero dato
contextual: [...] es el cargo que, por razón de sus funciones, dispone de acceso habitual y privi-
legiado a la información de la institución antes o simultáneamente a su difusión exterior, y es
quien determina qué información se traslada a los medios y en qué forma. Que esa misma per-
sona dirija el medio que publicó el listado completo, con la precisión y estructura que acreditan
las capturas de pantalla aportadas, constituye una presunción razonada de que los datos no
fueron obtenidos por el medio como cualquier ciudadano asistente al pleno, sino facilitados o
canalizados desde el Ayuntamiento a través de quien ejerce esa función de intermediación ins-
titucional.

En todo caso, aun si se aceptara la versión del Ayuntamiento, ello no lo exoneraría de respon-
sabilidad. El responsable del tratamiento no puede eludir su obligación de garantizar la confi-
dencialidad de los datos amparándose en la publicidad formal de la sesión plenaria, cuando es
la propia organización la que dispone el tratamiento y no adopta medidas para evitar que da-
tos identificativos de ciudadanos sometidos a un deber público sean difundidos de forma indis-
criminada. 
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Al respecto, resulta  aplicable la doctrina consolidada del Tribunal Supremo, reiterada en la
Sentencia núm. 705/2021, de 15 de febrero de 2021 1, conforme a la cual la responsabilidad de
la Administración titular del tratamiento no puede excusarse separando su actuación de la de
sus empleados o cargos públicos. En concreto, en su Fundamento Jurídico Quinto, el Tribunal
establece que:

“[…] Pues bien, partiendo de la doctrina constitucional y de la jurisprudencia que hemos
reseñado en el  fundamento jurídico cuarto,  compartimos enteramente el  parecer  de la
Sala de instancia cuando señala (F.J. 6º de la sentencia recurrida) que << (...) la responsa-
bilidad de la Administración titular y encargada del fichero [Ayuntamiento de San Sebas-
tíán] no puede excusarse en su actuación diligente, separadamente de la actuación de sus
empleados o cargos, sino que es la actuación "culpable" de éstos, consecuencia de la vio-
lación de las mencionadas obligaciones de protección del carácter reservado de los datos
personales la que fundamenta la responsabilidad de la primera en el ámbito sancionador
de cuya aplicación se trata; por actos "propios" de sus empleados o cargos, no de terce-
ros,...>>.
[…]
Lo anterior no significa, claro es, que estemos proyectando sobre el Ayuntamiento recu-
rrente un principio de responsabilidad objetiva, ni que se vulnere el principio de presun-
ción de inocencia, ni que demos por buena una suerte de inversión de la carga de la prue-
ba. Sencillamente sucede que, estando admitida en nuestro Derecho Administrativo la res-
ponsabilidad directa de las personas jurídicas , a las que se reconoce, por tanto, capacidad
infractora, el elemento subjetivo de la infracción se plasma en estos casos de manera dis-
tinta a como sucede respecto de las personas físicas, de manera que, como señala la doc-
trina constitucional que antes hemos reseñado -SsTC STC 246/1991, de 19 de diciembre
(F.J. 2) y 129/2003, de 30 de junio (F.J. 8)- la reprochabilidad directa deriva del bien jurídico
protegido por la norma que se infringe y la necesidad de que dicha protección sea real-
mente eficaz y por el riesgo que, en consecuencia, debe asumir la persona jurídica que es-
tá sujeta al cumplimiento de dicha norma.”

Por consiguiente, los hechos descritos podrían constituir una vulneración del principio de confi-
dencialidad establecido en el artículo 5.1.f) RGPD.

 2.1. Tipificación. 
Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen las siguientes
infracciones a la normativa de protección de datos personales: 

El incumplimiento de las disposiciones relativas a "los principios básicos para el tratamiento,
incluidas las condiciones para el consentimiento a tenor de los artículos 5, 6, 7 y 9" del RGPD
tipificada en el artículo 83.5.a) RGPD; calificada a efectos de prescripción en la LOPDGDD como
infracción  muy  grave  por  vulneración  sustancial  del  artículo  5.1.f)  RGPD  “Principio  de
confidencialidad” y, en particular, en el artículo 72.1 a) LOPDGDD: 

“a) El tratamiento de datos personales vulnerando los principios y garantías establecidos
en el artículo 5 del Reglamento (UE) 2016/679.”

Cuarto. Sobre la identificación de la entidad responsable (art. 89.3 LPAC).

De conformidad con lo previsto en el artículo 70.1 LOPDGDD, se identifica como entidad responsa-
ble de la infracción, a Ayuntamiento de Berja.

1 https://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?
action=accessToPDF&publicinterface=true&tab=AN&reference=9442388&optimize=20210309&links=derechos
%20y%20libertades&databasematch=TS
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Quinto.  Declaración de la  infracción y medidas a adoptar  (art.  77 LOPDGDD y 58.2
RGPD). 

1. El artículo 77 LOPDGDD establece el régimen sancionador aplicable a determinadas categorías
de responsables o encargados del tratamiento; incluyendo, entre otros a:

“[...]c) [...] las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades que inte-
gran la Administración Local. [...] ”

En el mencionado artículo, en su apartado 2, se señala que:

"Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna
de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la auto-
ridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la in-
fracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excep-
ción de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.[...]".

Así, de acuerdo con el artículo 77.2 LOPDGDD, procede declarar la infracción o infracciones an-
tes descritas.

2. Por otra parte, en relación con las medidas que proceda adoptar, el artículo 58.2 RGPD dispone
que:

“Cada autoridad de control dispondrá de todos los siguientes poderes correctivos indica-
dos a continuación: […]

d) ordenar al responsable o encargado del tratamiento que las operaciones de tratamien-
to se ajusten a las disposiciones del presente Reglamento, cuando proceda, de una deter-
minada manera y dentro de un plazo especificado;[…]”.

En el caso que nos ocupa procede ordenar a Ayuntamiento de Berja:

- Que adopte las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la in-
fracción cometida y para evitar que se produzcan situaciones como la que ha dado origen a la re-
clamación que da origen a este procedimiento

 - Que remita al Consejo, en el plazo máximo de dos meses tras la notificación de la resolución de-
finitiva, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Sexto. Notificaciones y comunicaciones. 
En relación con la notificación de la resolución del procedimiento sancionador, el artículo 77.2 LO-
PDGDD dispone que "[l]a resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición
de interesado, en su caso".

Además, el artículo 77.4 LOPDGDD señala que "[s]e deberán comunicar a la autoridad de protec-
ción de datos las resoluciones que recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se re-
fieren los apartados anteriores", y el 77.5 LOPDGDD, que "[s]e comunicarán al Defensor del Pue-
blo o, en su caso, a las instituciones análogas de las comunidades autónomas las actuaciones rea-
lizadas y las resoluciones dictadas al amparo de este artículo".
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En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la resolución que ponga fin al procedi-
miento se hará pública, disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los inte-
resados.

En virtud de todo lo expuesto, el director del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Anda-
lucía dicta la siguiente,

RESOLUCIÓN

Primero. Declarar que el Ayuntamiento de Berja, con CIF NNNNN, la cometido la siguiente infracción:

- Infracción tipificada en el art. 83.5.a) del RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy
grave conforme al artículo 72.a de la LOPDGDD por vulneración sustancial del articulo 5.1.f) RGPD
referido al principio de confidencialidad en relación con la divulgación indebida de datos a terce-
ros.

Segundo. Ordenar a Ayuntamiento de Berja  en relación con las medidas que proceda adoptar para
que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido:

- Que adopte las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la in-
fracción cometida y para evitar que se produzcan situaciones como la que ha dado origen a la re-
clamación que da origen a este procedimiento

 - Que remita al Consejo, en el plazo máximo de dos meses tras la notificación de la resolución de-
finitiva, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Tercero.  Que se notifique la presente resolución al órgano infractor.

Cuarto. Que se comunique la presente resolución al Defensor del Pueblo Andaluz, de conformidad con
lo establecido en el artículo 77.5 LOPDGDD

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la presente Resolución se hará pública,
disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los interesados.

El incumplimiento de esta resolución podría comportar la comisión de la infracción considerada en el
artículo 72.1.m) LOPDGDD, sancionable de acuerdo con el artículo 58.2 RGPD. 

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de re-
posición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla que por turno corresponda, en
el plazo de dos meses, en ambos casos a contar desde el día siguiente al de su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

No obstante, al tratarse de un acto en materia de sanciones, el demandante podrá elegir alternativa-
mente interponer el citado recurso contencioso-administrativo ante el juzgado o el tribunal en cuya cir-
cunscripción tenga aquél su domicilio, siempre entendiendo esta elección limitada a la circunscripción
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en los apartados se-
gundo y tercero del artículo 14.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa.
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Conforme a lo previsto en el art. 90.3.a) LPACAP, se podrá suspender cautelarmente la resolución fir-
me en vía administrativa si el interesado manifiesta ante este Consejo su intención de interponer re-
curso contencioso-administrativo y traslada al mismo, una vez interpuesto, la documentación que
acredite su presentación. Si el Consejo no tuviese conocimiento de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo correspondiente o en dicho recurso no se solicitara la suspensión cau-
telar de la resolución, se daría por finalizada la mencionada suspensión.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

La resolución original consta firmada electrónicamente
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